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111. Otras disposiciones

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

4465 REAL DECRETO 349/1994, de 25 defebrero, por el que se
con.cede la Gran Cruz de 'la Orden del Mérito Civil a don
Guüler'mo Jacovella, Emba¡jador de la República Argentina
en España.

4462 REAL DECRETO 346/1994, de 25 de febrero, por el que se
concede el CoUar de la Orden de Isabel la Católica a don
Carlos Saúl Menem. Presidente de la República Argentina..'

Queriendo dar una prueba de Mi Real aprecio a don Carlos Saúl Menem,
Presidente de la República Argentina, a propuesta del Ministro de Asuntos
Exteriores y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión
del día 25 de febrero de 1994,

Vengo en concederle el Collar de la Orden de Isabel la Católica.

Dado en Madrid a 25'de febrero de 1994.

Queriendo dar una prueba de Mi Real aprecio a don Guillenno Jacovella,
Einbajador de la República Argentina en España, a propuesta del Ministro
de Asuntos Exteriores y previa deliberación del Consejo de Ministros en
su reunión del día 25 de febrero de 1994,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden del Mérito Civil

Dado en Madrid a 25 de febrero de 1994.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,
JAVIER SOLANA MADARIAGA

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,
JAVIER SOLANA MADARIAGA

4466 REAL DECRETO 350/1994, de 25 de febrero por 'el que se
concede la Gran Cruz de la Orden del Mérito Civil a don
Julio de Allende, Director Nacional de Ceremonial de la
República Argentina.

Queriendo dar una prueba de Mi Rel\! aprecio a don Guido Di Tella,
Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la
República Argentina, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 25
de febrero de 1994,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden de Isabel la Católica.

Dado en Madrid a 25 de febrero de 1994.

4463 REAL DECRETO 347/1994, de 25 de febrero por el que se
concede la Gran Cruz de la Orden de Isabel la Católica
a don Guido Di Tella, Ministro de Relaciones Exteriores,
Comercio Internacional y Culto de la República Argentina.

Queriendo dar una prueba de Mi Real aprecio a don Julio de Allende,
Director Nacional de Ceremonial de la República Argentina, a propuesta
del Ministro de Asuntos Exteriores y previa deliberación del Consejo de
Ministros en su reunión del día 25 de febrero de 1994,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden del Mérito Civil.

Dado en Madrid a 25 de febrero de 1994.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,

JAVIER SOLANA MADARIAGA

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,
JAVIER SOLANA MADARIAGA

MINISTERIO DE JUSTICIA

JUAN CARLOS R,

El Ministro de Asuntos Exteriores,
JAVIER SOLA."'lA MADARIAGA

Queriendo dar una prueba de Mi Real aprecio a don Alberto José Mazza,
Ministro de Salud y Acción Social de la República Argentina, a propuesta
del Ministro de Asuntos Exteriores y previa deliberación del Consejo de
Ministros en su reunión del día 25 de febrero de 1994,

Vengo en concederle la Gran cruz de la Orden de Isabel la Católica.

Dado en Madrid a 25 de febrero de 1994. En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tri­
bunales don Rafael García Valdecasas Ruiz, en nombre de don Andrés
Martín González, contra la negatjva del Registrador de la Propiedad de
Mijas a inscribir una escritura de segregación y reconocimiento de dominio,
en virtud de apelación del reeurrente.

RESOLUClON de 19 de enero de 1994, de la DireccWn Gene­
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber­
nativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales don
Ra/ael García Valdecasas Ruiz, en nombre de don Andrés
Martín González, contra. la negativa del Registrador de
la Propiedad de Midas a inscribir una escritura de segre­
gación y reconocimiento de dominio, en virtud de apelar
ción del recurrente.

4467
REAL DECRETO 348/1994, de 25 de febrero, por el que se
concede la Gran Cruz de la Orden de Isabel la Católica
a don Alberto .loséMazza, Ministro de Salud y Acción Social
de la República Argentina.
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Hechos

El dÍu 19 de dickmbre de 1091 ante el Notario de Fuengirola, dml
Jos6 Paya Pico, se otorgó escritura pública en la que comparecen non
Manuel F'2l:nánd'Ó'z Ari7.a, quien actúa en su propio nombre y en repre­
sentación de su e~posa doña Antonia María Trujillo MarUn, en virtud de
poder otorgado ante el Notario de Fuen~irola don Javier Cabañas Rodri
gUI:Z, y don Andres Martín González, quien lo hace en ~u propio nombre
y derecho En la escritura los comparecif'ntes exponen: 1. Que don Manuel
Fern:Índpz Afiza inició ante el Juzl_;ado de Primera Instancia m1mero 1
de Fuengirola exp?diente de dominio para la inmatriculación de una fin<.:a
rustica que se describe en la citada escritura, sita en el término municipal
de l\1ijas, partido de Hornillos y Campanares, y de superficie df' 14.186
metros cuadrados, En dicho expediente que se tramitó con d número
50/1988 se dictó Auto con fe~ha 1~~ de junio de 1988 tit-clarado justificado
el dominio y ordenando su inmatriculación. 2. Que aunque don Manuel
"'ernandez Afiza figuraba rcgistralmente como titular de la totalidad, mani
festó que lo ('ierto es que sólo era propietario de la mit'ld, siendo propktario
de la mitad restante don Andrés Martín González, si bien y por razones
de f"conomia procesal se inició el expediente de dominio referido a ins,
tancias de don Manuel F'ernández Ariza. 3. Que con el fin de hacer con­
cordar la realidad jurídica con la realidad registral, don Manuel FernándC'J;
Ariza, en su propio nombre y en el de su esposa, procede a segregar
de la finca antes descrita, por su lindero este y para formar finca inde­
pendi.·nte, una snerte de tierra de superficie 7.090 metros cuadrado,;, a
la que asigna una valor de 709.000 pts. 4. A continuación, el propio don
Manuel Fernández Ariza reconoce el dominio de la finca segregada e!¡
favor de don Andrés Martín González, quil..'n en dicho acto presta su
consentimiento.

Il

Presentada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad de Mijas,
fUe califkada con la siguiente nota: .Suspendida la inscripción del pre­
cedente documento de segregación y reconocimiento de dominio por el
defecto subsanable de no expresarse la causa de la transmisión (artículos
1.261 y 1.275 del Código Civil) y porque en el expediente de dominio
seguido en el Juzgado número 1 de Fuengirola y que produjo la inscripdón
primera de inmatriculación, el titular declaró haber adquirido la fiJ,ca
por compra en contrato privado de fecha 6 de junio de 1H77 a doI1a Mar­
garita Martín, sin que en la escritura de reconocimiento manifieste la prue­
ba en contrario de la presunción de dominio a su favor (artículo 38 de
la Ley Hipotecaria). No se ha solicitado anotación preventiva de suspensión,
Contra la precedente nota se puede interponer recurso gubernativo dentro
del plazo de cuatro meses, a contar de la fecha de esta nota, ante el pf{~

sidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de conformidad
con lo prevenido en el artículo 113 del Reglamento Hipotecario. Mijas,
a 2 de junio de 1992. El Registrador. José Orihuela Gonzalez•.

JI[

El Procurador de los Tribunales, don Rafael García Valdecasa... Ruiz,
en representación de don Andrés Martín González, interpuso recurso guber~

nativo contra la anterior calificación, y alegó: A) Que en cuanto a lo con­
cerniente a la falta de expresión de la causa de la transmisión, el Regis·
trador entiende que el título cuya inscripción ha sido suspendida es un
título traslativo del dominio; sin embargo, en el título en cuestión no se
transmite dvminio alguno, sino que se reconoce en favor de una persona
determinada, cuyo acceso al Registro es incuestionable como resulta del
texto del artículo 7 del Reglamento Hipotecario. En los títulos que contienen
un reconocimiento de dominio no existe desplazamiento patrimonial, pero
provocan una mutación registra!: El titular registral del dominio o derecho
real \iene a reconocer una situación jurídica determinada a favor de otra
persona. En el taso que se estudia, el reconocimiento de dominio es un
instrumento con finalidad rectificatoria y así se -hace constar en los ante­
cedentes de la escritura. El Registro de la Propiedad de Mijas expresa
en la actualidad una situación jurídico-real que en la realidad jurídica
es otra, pues nos muestra que don Manuel Fernández Ariza es dueflO
de una finca rústica, que de hecho son dos fincas, colindantes entre sí
propiedad una de ellas del señor Fernández Ariza, y la otra propiedad
de don Andrés Martín González. No estando inscrita ninguna de ellas,
se decide entre ambos, y por razones de economía procesal, iniciar un
único expediente de dominio, que abarque ambas fjncas aunque definidas
como una sola, el cual se insta a nombre de uno de ellos. Finalizado el
expediente y conseguida la ¡nmatriculación , únicamente queda facilitar
al ,Spñor Martín González un título que le permita inscribir a su nombr"
la parte dI! h finca registral que le pert.r:-nece. f:ste titulo es la escritura

de segregación y rectmodmiento de dombio, cuya inscripción se ha soli­
citado. Que siendo esta la vf:niad y no habif:ndo existido transmisi{,n alh'Una
entre los otorgantes dd tÍtHto, ('5 absurdo pensar que hay que crear una
ficción o simular un 1Il,;;.:.¡j" para .,¡m" d sellar Martín pueda inscribir a
su nombre la finca. Que la e;cr~:;ura de n:~:()n¡)drniento de dominio puede
incluirse dentro de la::atc;~OLh que los tratadistas de derecho hipotecario
denominan titulación s":.l.V1düria a diferencia de la llamada titulación ordi­
naria, justificando aquella Ulla tbdaddad de d(;nünio o dt:redlO L'aL siendo.
pues, una prueba ilidin:~t..i de c;U adquisición. Que partiendo de la base
que la escritura de s('gri~gaci(n~; reconocimiento de domjnio es PI instrumento
rectificatorio, hay que Cit-aT lo:.; artículos 39 y 40 de la Ley Hipotecaria.
El reconocimiento de (Í'lrJinio que el señor Fernández hace a favor dd sef\Or
Martín es el consentin ient.o exigido para que pueda operar la rectificación
Por otra parte, la lel!!~I(jdóH fiscal ('(¡tltiene normas expresas acerca de los
reconocimientos de flnminio; a<¡i el artíeul0 7.2, b del texto refundido dp[

Impuesto sobre TransmisiotWB Patrimoniale~ y Actos Jurídicos Documcn
tados. Que por tanlo, al tratarse de una escritura de reconocimiento df'
dominio, cuya existencia c'mlO 11gurajurídica es incuestionable. y no llt~~ocio

jurídico tra...lativo de dominio, no ti(~ne sentido hablar de la callsa. No obs­
tante, en el título sí se p"pedfica la causa del reconocimiento: COlwordar
,!,,!o'istro y realidad ext.rarrí'gistral, cuya discrepancia deviene por un título
i~ :e¡...tular•. Por otra parte, el artículo 1.277 del Código Civil podría justificar

;a ) expresión de la causa, aun tratándose de que el título conttwiefa
. na convención. B) Que (~n lo rt'ferente a la falta de manifeSk'1.clón de prueba
que destIuya la presunciún de dominio existente. Que hay que reprooucir
aquí los preceptos y argumentos alegados anteriormente y que se refieren
a la rectificación de a.':>ientos del Registro (artículos 39 y 40 de la Ley Hip(}
tecaria), que, como se ha observado, exigen el consentimiento del titular;
es pues el consentimiento del pr0pio titular del asiento que va a st'r objeto
de rectificación, completado ton el que presta la persona a cuyo favor se
le reconoce el dominio, 1:... plUeba que destruye la presunción establecida
en el articulo 38 de la Ley Hipotecaria, consentimiento que tiene ('\ alcance
y contenido de prueb... de confesión extra,judicial. En cste sentido hay qut'
citar el artículo 1.231 Jt'1 Códi,go Civil.

IV

El Registrador de la Propiedad en defen,,;a de su nota informú: Qut'
del supuesto de hecho resulta quP. la propiedad del recurrente sobre la
parcela segregada no procede del titular registral, de qUÍt~ll nunca fue
por lo que no se nec(,'l.ita negocio fransmisivo alguno, puest.o que procede
de la primitiva dueña. perú esto no resulta de título alguno público y
auténtico, sino del reconocimiento abstracto hecho en la escritura, medjo
indirecto por el que se eluden las normas pro~edimentaleshipotecarias
para que las fincas accedan por primera vez al Registro (inmatriculadón)
y que debían haberse obsl'l'vado para que cada uno de los dos propietarios
inscribiese su respectiva finca. Que el Registro recoge el dominio de la.s
fincas legalmente acreditado por alguno de los modos de adquisición, entre
los que no figura el reconocimiento abstracto (vId, artículos 609, 1.09G
Y 1.275 del Código Civil, sentencias del Tribunal Supremo de 5 de junio
de 1945 y 29 de marzo de 1965, entre otras; y Resoluciones de 12 de
febrero de 1958, 30 de junio de 1987 y 18 de octubre de 1989). Que eli­
minando el reconocimiento ('omo _acuerdo de transferencia" de los sistemas
alemán y francés nos queda como acto o negocio de reconovación del
consentimiento y fortalecimiento de la prueba, referido a un negocio trans­
misivo anterior que está falto de algún elemento, casi siE'mpre probatorio;
también puede tener un carácter transarional entre las partes; pero a
efectos del Registro de la Propiedad precisa la expresión de dicho negocio
anterior transmisivo, que es la causa de la adquisición del dominio. Que
la Ley Hipotecaria (artículo 2) y su Reglamento (artículo 7) aluden al
reconocimiento refiriéndose, no al dominio, sino a los derechos reales;
pero en todo caso, tanto uno como otros nacen y se transmiten conforme
al Código Civil, y el reconocimiento por sí solo no ('s suficiente para rec­
tificar el Registro, ni aún por la vía de la cancelación, que debe expresar
la causa de la misma (artículos 82 y 103 de la Ley Hipot.ecaria y 19:1
de su Reglamento). Que, por otra parte, el reconocimient.o extrajudicial
se considera como un simple hecho sujeto a la apreciación de los Tribunales
(artículo 1.239 del Código Civil). Que un reconocimiento sin expresión
de causa impediría aplicar correctamente las normas de protección regis­
tral basadas en la distinción entre actos onerosos y gratuitos (artículo
34 de la Ley Hipotecaria). Que es totalmente improcedente la dt.a del
texto refundido del hr.pt¡est.o de Transmisiones, ya que tiene un carácter
puramente fiscal. Que t.ampoco se trata de un caso de titulación suplptoria
tal y como la concibe el kgislador. Que no hay otro camino que rectificar
el título inscrito, el expediente de dominio, pero por vía judicial, n(l por
el reconocimiento o fa IL'va6!;n prt'vistoq en el artículo 1.224 del Cúdigo



6452 Sábado 26 febrero 1994 BOE núm. 49

Civil, ya que el título inscrito es una Resoluci(¡n judicial. no un convenio
entre partes, y en el expediente no intervino el favorecido ahora con el
reconocimiento, aunque sí tiene interés en la rectificación, por lo que
puede alegar su adquisición y si la prueba debidamente, obtener un titulo
supletorio judicial para ¡nmatricular su finca pre"ia cancelación parcial
de la inscripción actual a favor del titular registral, que no puede decretarse
en un expediente de dominio, sino en juicio declarativo (artícu­
lo 40 de la Ley Hipotecaria), pero puede consentirla el actual. titular ale.­
gando como causa de la cancelación la reducción de la finca, operada
por la titulación de parte segregada a favor del otro propietario.

v

El Notario autorizante del documento informó: Que ratifica todos los
argumentos invocados por el recurrente, por estimarlos conformes a dere­
cho, ya que la figura del reconocimiento de dominio es absolutamente
legal y, además, es inscribible, ya que así lo especifica el artículo 7 del
Reglamento Hipotecario. Y, además, así lo dice el artículo 7,2, b del texto
refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurí­
dicos Documentados. Que 105 defectos aducidos por el Registrador no son
consistentes, pues en el caso que se contempla hay una verdadera causa,
como es lograr la concordancia del Registro con la realidad y que siemnre
es preferible que crear o inventar una que no· sería verdadera, Que la

presunción del artículo 38 de la Ley Hipotecaria queda desvirtuada r·0r
la confesión extnijudicia) del titular registral.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía confirmó
la nota del Registrador fundándose en que la re<:tificacion del Registro
no puede realizarse mediante el recurso gubernativo, pues'puede produ­
cirse, conforme al apartado c) del articulo 40 de la Ley Hipotecaria, por
Resoluciónjudicial, puesto que la inscripción de la finca matriz se produjo
al inmatricularse aquella finca en virtud de auto dictado por el Juez de
Primera Instancia número 1 de Fuengirola en expediente de dominio y,
por tanto, no puede estimarse suficiente para efectuar la rectificación
el consentimiento del titular registral, al no ser éste la persona de quien
trae causa el solicitante en virtud de lo dispuesto en el artículo 1.3 de
la Ley Hipotecaria.

VII

El recunente apeló el a':l~ presidencial, mrtnteniéndose en sus ale­
gaciones, JI añadió: Que no son correctas las afirmaciones que hacen refe~

rencia al recurso ~ubernativo. Que también se contradice en el auto el
enunciado del artículo 40, d) de la Ley Hipotecaria.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 6.2 del Código Civil y 2, 3, 9, 40, a) y d), 79, 80,
82, 83, 198 Y 199 de la Ley Hipotecaria.

1. Inmatriculada una finca a favor de determinada persona y en virtud
de expediente de dominio, se presenta para su inscripción en el Registro
de la Propiedad, una escritura pública en la que el titular registral, después
de segregar de aquélla una porción determinada que pasa a constituir
finca nueva e independiente, reconoce el dominio de la finca segregada
a favor de un tercero. En la parte expositiva de dicha escritura el titular
registral manifiesta que ~aunque registralmente figura como dueño de la
totalidad de la finca, lo cierto es que sólo es propietario de la mitad,
siendo propietario de Ja mitad restante el favorecido por ese reconoci­
miento de dominio, si bien por razones de economía procesal, se inició
el expediente de dominio... únicamente a instancia del titular registrah.

El Registrador suspende la inscripción por no expresarse en el título
la causa de la transmisión, y porque en el expediente de dominio que
motivó la inmatriculación de la finca el titular declaró haberla adquirido
por compra en contrato privado.suscrito el' 6 de junio de 1977 a doña
Margarita Martín (persona distinta del tercero favorecido por el recono­
cimiento) sin que en la escritura presentada ahora manifieste prueba en
contrario de la presunción de dominio a su favor.

2. Prescindiendo de las relaciones jurídicas que pudieran existir entre
el actual titular registral y el tercero a favor del cual realiza el recono­
cimiento de propiedad respecto de la finca segregada, cualquiera que haya
sido el tiempo en que esas relaciones se hayan producido y dejando a
salvo el efecto que en· el orden civil pueda tener el reconocimiento de
propiedad, la única cuestión a decidir en pI presente recurso es la de
determinar si el reconocimiento de dominio en favor de persona distinta
del titular registral o, más propiamente, la voluntad. del titular registra!
es suficiente para inscribir el dominio a favor de un tercero, como parece

sostener el recurrente, al afirmar,quf; -el reconocimiento de dominio existe
y es inscribible conforme a la Ley Hipotecaria.) o si por el contrario, la
inscripción de un derecho en el Registro de la Propieriad presupone nece­
sarian'lente la acreditación fehaciente del título adquisitivo a quien prí'"­
tende el asiento.

Ha de tenerse en cuenta Que lo que accede a los libros registrales
es un título material por el que se producl" la transmisión o la dec1araci(¡n
del d!Jminio (artículo 2 de la Ley Hipotecaria), que a su vez ha de estar
consignado en un título formal de los previstos en el artículo 3 de la
misma Ley, Solamente si el reconocimiento de dominio tuviese la condición
de título material transmisivo o declarativo de dicho dominio, podría acce­
der al Registro de la Propiedad.

3. Es indudable que, en 'nuestro sistema jurídico, el solo acuerdo de
voluntades, aun cuando vaya seguido de la traditio carece de virtualidad
para provocar la trallsmisión del dominio. Se precisa para ello un título
material oneroso o gratuito, que ponga de n¡anifiesto la contraprestación
o la liberalidad en virtud de la cual se opera y tiene efecto la voluntad
transmisiva y cuyo título ha de ir seguido de la tradición.

En este sentido, es doctrina ,r;eiterada de este centro direr:tivo que
para la inscripción de cualquier título traslativo se requiere que aparezca
manifiestamente como tal, en virtud de la causa onerosa o gratuita que
lo determine, ya que es el único medio de que el Registrador, al calificar,
tenga t~n cuenta los requisitos de capacidad y de forma que exige la Ley
y, en consecuencia, el carácter de título material adecuado para operar
la transmisión; de todo lo cual carece el mero reconocimiento de propiedad
pur lo que no puede reputarse como título traslativo.

Tampoco puede considerarse el reconocimiento de propiedad como
tftulo declarativo del dominio, al que se refiere el artículo 2.1 de la Ley
Hipotecaria. No tiene la voluntad individual por sí sola, único punto de
apoyo del reconocimiento, virtualidad suficiente para declarar con efectos
erga omnes, sino solamente como reconocimiento o confesión personal,
que un bien pertenece a una persona determinada. Es la Resoluciónjudicial,
que declara frente a todos la pertenencia de un bien a una persona deter­
minada, el título declarativo por excelencia.

En otro orden de cosas se admiten, dentro de la dh;ción legal del artícu­
lo 2de la Ley Hipotecaria, cOJ;llodeclarativos aquellos títulos que ponen
de relieve ciertos hechos a los que la Ley atribuye consecuencias jurídicas,
de lo que es ejemplo paradigmático la declaración de obra nueva, pero
cuya declaración solamente surte efectos en la esfera patrimonial del decla­
rante y no en la de terceros.

De la misma manera no puede asimilarse el reconocimiento de dominio
al reconocimiento hecho por los· contratantes, en escritura pública, de
un título transmisivo anterior realizado incluso verbalmente, sinO que
deben diferenciarse netamente, pues en el primer caso se. reconoce sola­
mente el dominio sin expresar el negocio traslativo que lo ha hecho posible,
mientras que en el segundo lo que se reconoce bilateralmente es el propio
negocio jurídico transmisivo realizado entre los otorgantes.

4. Ha de concluirse, pues, que el reconocimiento de dominio cues­
tionado tal como aparece formulado no es título adecuado para proceder
a la inscripción en favor de su beneficiario, y dicha conclusión no qUf'da
contradicha por la alegación del artículo 40, letra d), de la Ley Hipotecaria,
cuando declara que para la rectificación del Registro por cualquier otra
causa no especificada anteriormente se precisará el consentimiento del
titular; por el contrario, dicho precepto valorado en congruencia con el
ordenamiento jurídico en el que sé integra, viene a avalar aquella solución,
En efecto, en el supuesto debatido, si bien no hay título traslativo adecuado
otorgado por el que hoyes titular registral, hay dos cuestiones que merecen
estudiarse y que deben diferenciarse debidamente: Por una parte, la can:
celación parcial --en cuanto a la parcela segregada- del pronunciamiento
registral favorable a quien realiza el reconocimiento cuestionado, si aquel
es realmente inexacto; por otra, y una vez efectuada esa cancelación parcial
-que es presupuesto previo e inexcusable-, la inscripción del derecho
invocado por el recurrente. Pues bien, para la cancelación parcial de aquel
pronunciamiento inexacto es para lo que se requiere -y hasta puede ser
suficiente- el consentimiento del titular, Un ordenamiento como el español,
que permite la pérdida del dominio por renuncia (cfr. artículo 6.2 Código
Civil), no puede poner obstáculo a la cancelación del dominio, en cuanto
a la parcela segregada, en virtud de la escritura en que el titular registral
manifiesta su voluntad de no tenerla como suya (cfr, artículos 79, 81 y
82 Ley Hipotecaria); y sin necesida¡;ide nueva Resolución judicial
(cfr. artículos 82 y 83 Ley Hipotecaria) salvo si se pret.ende dar a este
acto de voluntad un efecto erga ornnes retroadivo (anterior a la declaración
con que terminó el expediente de dominio). Más una vez practicada esta
{'¡"ncelación parcial, en la que se expulsaría del Registro la misma parcela
cuyo reconocimiento de propiedad se pretende inscribir, el Registro no
contendría ya ningún pronunciamiento sobre ella y, por tanto, el posible
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consentimiento rectificatorio impUcito en el reconocimiento resulta estéril
al no hallar objeto sobre el que· aplicarle; no existiendo otro modo para
lograr la inscripción de esa parcela a favor del recurrente que un completo
título adquisitivo que reúna los reqUisitos precisos para la inmatricuIactón
(cfr. artículos 1, 2, 9, 40 letra a), 198y 199 Ley Hipotecaria).

de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla
en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre cursos.

Madrid, 4 de febrero de 1994.-P. D., el Director general de Personal,
José de Uobet Collado.

Excmo. Sr. Almirante Jefe del DepartamentQ de Personal. Dirección de
Gestión de Personal. Cuartel General de la Armada.

Por todo ello esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso
interpuesto.

Madrid, 19 de enero de 1994.- El Director general, Julio Burdiel Her­
nández.

Umo. Sr. Presidente del TribunalSuperior de Justicia de Andalucía.
4471 ORDEN 423/38097/1994, ds 4 de febrero, por la que se dis­

pone el cumplimiento de la sentencia (le la Sala de lo Con­
tencWs<>-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Extremadura (Cd.ceres), fecha 14 de septiembre de 1993,
recurso número 437/1992, interpuesto por don Francisco
Carretero Clara.

MINISTERIO DE DEFENSA

4468 ORDEN 423/38098(1994, de 4 de febrero, por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia cUJ la Sala de lo Con­
tenciosl"Administrattvo del Tribunal Superior de Justicia
de la Comunidad Valenciana (Sección Tercera), fecha 27
de n.cviembre de 1998, NlCUrso número 1.888(1993, ¡nter­
¡yuesto por don Manuel Blanco Domínguez.

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la Juris­
dicción Contencioso-Administfativa de 27 de diciembre de 1956, y en uso
de las facultades que me confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio
de Defensa número 54/1982, de 16 'de marzo, dispongo que se cumpla
en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre ·modi­
ficación de antigüedad.

Madrid, 4' de febrero de 1994.-P. D., el Director general de Personal,
José de Llobet Collado.

Excmo. Sr. General Jefe del Mando de Personal. Dirección de Gestión
de Personal. Cuartel General del ~ércitQ.

-Excmo. Sr. Presidente de la Comisión Liquidadora de la Dirección de
Mutilados.

De confonnidad con lo ,eStablecido en la Ley reguladora de la Juri&­
dicción ContencioSo.-Administrativa de 27 de diciembre de 1966, yen uso
de las facultades que me confiere el artículo 3.° de la Orden del Miñisterio
de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla
en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre retri~

buciones complementarias en el Cuerpo de Mutilados.

Madrid, 4 de febrero de 1994.-P. D., el Director general de Personal,
José de Llobet Collado.

Excmo. Sr. General Jefe del Mando dePersónal. Dirección de Gestión
de Personal. Cuartel General del EJército.

De cOIÚormidad con lo establecido en la Ley reguladora de la Juris­
dicción Contencioso-Adnlinistrativa de 27 de diciembre de 1956, y en uso
de las facultades qtlé me confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio
de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla
en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre destinos.

Madrid, 4 de febrero de 1994.-P. D., el Director general de Personal,
José de Llobet Collado.

ORDEN 423(38095/1994, de. defebrero, por la que sedi.'!­
pone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo Con­
tencios<>-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla y Ltón (Bur9os),fecha 19 de diciembre de 1992,
recurso número 269/1992, interpuesto por don José Fer*
nández Amorin.

4472

ORDEN 423/38096/1994, de 4 defebrero, por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Trib:unal Superior de Justicia
de CanarUlJ¡ (Las Pal.....), fecha 27 de octubre de 1993,
recurso número 683/1992, interpuesto por dan José Carlos
Carretero Díaz.

4469

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la Juris­
dicción Contenc1oso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, yen uso
de las facultades que me confiere el a.J'tJculo 3.° de la Orden del Ministerio
de Defensa número 54/1982, de 16, de, mano, dispongo que se cumpla
en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre derecho
preferente de guarnición.

Madrid, 4 de febrero de 1994.-P. D., el Director general de Personal,
José de Llobet Collado.

MINISTERIO
DE ECONOMIAY HACIENDA

Excmo. Sr. General Jefe del Mando de- Personal. Dirección de Gestión
de Personal. Cuartel General del &jérc::ito.

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la Juris­
dicción Contencioso-Administrativa de 27 de dieiembre de 1956, y en uso
de las facultades que me confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio

Vista la instancia formulada por la entidad «Obres i Projectes Nova
Construccio, Sociedad Anónima Laboral-, con NIF A96185244, en solicitud
de concesión de los beneficios· fiscales previstos en el artículo 20 de la
Ley 15/1986, de 25 de abril, de Sociedades Anónimas Laborales (<<Boletín
Oficial del Estado_ del 30 y en la disposición adicional cuarta de la Ley
29/1991, de 16 de diciembre (<<Boletín Oficial del Estado_ del 17), y --

Resultando: Que en la tramitación d~1 expediente se han observado
las disposiciones de carácter reglamentario que a estos efectos establece

4470 ORDEN 423/38()94/1994, de 4 de febrero, por la que se dis­
pone el cumplimi6nto de la sentencia de la Sala de lo Con­
tenciosa.-Administrativo del Tribunal Superior de JU$ticia
de Andalucía (S<roüla), fecha 31 de diciembre de 1991,
recurso númhro 4.905/1989, interpuesto por don Alejandro
Ferreira Velón.

4473 ORDEN de 19 de enero d-e 1994 por la que se conceden
los beneficios fiscales previstos en el artículo 20 de la Ley
15/1986, de 25 de abril, yen la disposición adicional cuarta
de la Ley 2g¡1991, de 16 de diciembre, a la empresa ..Obres
i Projectes Nova Construccio, Sociedad Anónima Laboral-.


